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este caso también la declaración era imputable a un jefe
de Estado en ejercicio. Pero mientras que el problema
planteado por una declaración no llega a la etapa del arbi-
traje o de una decisión judicial, la intención en que se
basa no puede determinarse porque siempre es posible
negarla.

37. Por otra parte, la distinción entre acto político y
acto jurídico es más bien imprecisa. Se dice que un acto
es político cuando se circunscribe a los límites del terri-
torio de un Estado particular, pero que se convierte en
jurídico cuando afecta a otros Estados. Pero en el mundo
contemporáneo, cualquier acto de un Estado tiene reper-
cusión sobre otros Estados. Es más, la definición de terri-
torio nacional de un Estado plantea problemas. Esa
definición implica siempre la delimitación de una por-
ción del territorio de otro Estado y es difícil saber si se
trata de una cuestión política o jurídica.

38. El orador se reserva el derecho de volver a abordar
ulteriormente otros aspectos de la cuestión de los actos
unilaterales de los Estados.

39. El Sr. KUSUMA-ATMADJA dice que el Relator
Especial ha tenido manifiestamente en cuenta las obser-
vaciones hechas por los miembros para la elaboración de
su tercer informe, que es mucho más claro respecto de
determinadas cuestiones.

40. Uno de los actos unilaterales del Estado menciona-
dos en el segundo informe15 se refería a las declaraciones
que hacen determinados países para formular reservas
prohibidas por determinadas convenciones. A partir de
1960, un artículo de Anand16 mantenía claramente la
posición de que ese tipo de declaraciones debía interpre-
tarse como equivalente a una reserva. En el tercer infor-
me, la declaración figura entre los ejemplos de acto
unilateral que tienen efectos jurídicos. La Declaración
Truman17 se cita como ejemplo en el párrafo 164. Pero en
aquella época los demás Estados estaban dispuestos a
seguir ese ejemplo porque los progresos de la tecnología
hacían posible la ampliación de la prospección y explota-
ción de los recursos mineros de los fondos marinos. Por
lo tanto, ese acto unilateral ha servido de base al desarro-
llo progresivo del derecho internacional.

41. Hay otro ejemplo de acto unilateral que, en su
época, era contrario al derecho internacional, a saber, la
declaración de independencia de Indonesia, proclamada
el 17 de agosto de 1945. El Japón ocupaba entonces
Indonesia y prohibía la escucha de radios extranjeras. A
pesar de ello había corrido el rumor de que las fuerzas
japonesas iban a firmar su capitulación el 16 de agosto de
1945. El Japón había tomado disposiciones para conce-
der la independencia a Indonesia en una fecha ulterior.
Incluso se había preparado un proyecto de constitución.
Pero entonces la República Indonesia habría sido creada

por una potencia extranjera, lo que era inadmisible. En
vista de ello la juventud revolucionaria clandestina forzó
al Presidente Sukarno a declarar la independencia antes
de la conclusión de un tratado de paz. Las fuerzas japo-
nesas, desmoralizadas, no opusieron ninguna resistencia
a los partidarios de la independencia, que las desarmaron
y pudieron seguir la lucha. Ello constituye un ejemplo de
acto unilateral ilícito en el momento en que ha sido for-
mulado pero que procedía de una intención clara. No es
necesario que el acto unilateral sea lícito para que tenga
efectos jurídicos. Todo depende de la manera en que se
actualice la intención en que se basa. A veces un acto de
origen ilícito puede justificarse si tiene tras sí la fuerza de
todo un pueblo. El Presidente Sukarno explicó su deci-
sión diciendo que se había presentado una ocasión que no
se podía dejar pasar. Después, Indonesia ha normalizado
sus relaciones con sus vecinos y concluido acuerdos bila-
terales sobre los fondos marinos y el subsuelo, con lo que
ha añadido un aspecto económico al acto político que
constituyó la declaración de independencia.

42. El PRESIDENTE dice que el Relator Especial le ha
comunicado su deseo de proceder a consultas en el marco
de un grupo de trabajo que, por lo tanto, debe crearse.

43. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO (Relator Especial)
dice que el Grupo de Trabajo estará compuesto por los
siguientes miembros: Sr. Al-Baharna, Sr. Baena Soares,
Sr. Galicki, Sr. Hafner, Sr. Herdocia Sacasa, Sr. Kabatsi,
Sr. Kateka, Sr. Pambou-Tchivounda y Sr. Sepúlveda. El
Grupo de Trabajo está abierto a la participación de otros
miembros.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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Sr. Lukashuk, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr. Pellet, 
Sr. Sreenivasa Rao, Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosen-
stock, Sr. Sepúlveda, Sr. Simma, Sr. Tomka.

15 Véase 2624.ª sesión, nota 4.
16 R. P. Anand, «Reservations to multilateral conventions», Indian

Journal of International Law, vol. I, n.º 1 (julio de 1960), pág. 84.
17 Declaración sobre la política de los Estados Unidos respecto a

los recursos naturales del subsuelo y el fondo marino de la plataforma
continental, de 28 de septiembre de 1945 (M. M. Whiteman, Digest of
International Law, vol. 4, Washington D.C., United States
Government Printing Office, 1965, págs. 756 y 757).



Actos unilaterales de los Estados (continuación)
(A/CN.4/504, secc. C, A/CN.4/5051, A/CN.4/5112)

[Tema 7 del programa]

TERCER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL3 (continuación)

1. El Sr. LUKASHUK felicita al Relator Especial por
los progresos que ha efectuado en el cumplimiento de
una tarea sumamente difícil. Sin embargo, el tercer infor-
me (A/CN.4/505) revela que hay otras dificultades en
perspectiva.

2. El proyecto de artículos no refleja debidamente la
relación entre los actos unilaterales y el derecho interna-
cional. Refiriéndose al fallo de la CIJ en los asuntos
Essais nucléaires, el orador señala que es preciso recoger
en un artículo separado el principio de que la fuerza vin-
culante de los actos unilaterales viene determinada por el
derecho internacional y específicamente por el principio
de la buena fe.

3. Los actos unilaterales tienen efectos jurídicos con-
forme al derecho internacional y esa idea se debe también
expresar en el proyecto. El orador, sin formular una pro-
puesta oficial, sugeriría que se insertasen en el artículo 1
las palabras «de conformidad con el derecho internacio-
nal» después de «producir efectos jurídicos».

4. La relación entre los actos unilaterales y las normas
imperativas de derecho internacional es importante. A
diferencia del Relator Especial, el orador opina que un
acto unilateral que contradice una norma imperativa la
viola. Sólo por acuerdo mutuo y sólo en sus relaciones
mutuas pueden los Estados prescindir de esas normas:
prescindir de ellas unilateralmente está prohibido. El
Relator Especial ha señalado la existencia de actos unila-
terales que tienen por objeto modificar normas imperati-
vas pero carecen de valor jurídico. Estos actos —ofertas,
promesas— adquieren valor jurídico solamente cuando
otros Estados los aceptan. Ejemplo de que los Estados
pueden proponer la modificación de normas imperativas
son las interpretaciones recientes y altamente unilaterales
del principio que proscribe la utilización de la fuerza.

5. Hay que establecer una distinción entre los actos uni-
laterales que surten efectos jurídicos desde el momento
de su formulación e independientemente de las medidas
adoptadas por otros Estados y los actos unilaterales que
sólo surten efectos jurídicos cuando otros Estados los
aceptan. No todos los actos que plasman normas jurídicas
exigen la aceptación de otros Estados: dentro de los lími-
tes de la ley, los Estados pueden ejercer unilateralmente
sus propios derechos.

6. El Relator Especial ha podido determinar con preci-
sión las principales cuestiones que es preciso resolver en
la fase inicial, pero no es posible abarcar con unas nor-
mas generales toda la variedad de actos unilaterales.

Sería necesario identificar los actos unilaterales que
merecen estudio y determinar luego las características
jurídicas de cada uno de ellos. El análisis de la doctrina y
de la práctica de los Estados revela que, en la mayoría de
los casos, la promesa, la protesta, el reconocimiento y la
renuncia se consideran actos unilaterales. La lista no es
exhaustiva, pero podría servir de punto de partida.

7. Los actos unilaterales se pueden dividir, a juicio del
orador, en varias categorías. En primer lugar, los actos
unilaterales «puros», es decir, los que aplican verdadera-
mente el derecho internacional y no necesitan acción
alguna de otros Estados. En segundo lugar están los actos
por los que los Estados asumen obligaciones. A menudo
se ha llamado promesas a estos actos, aunque el término
está mal utilizado porque obedece a imperativos morales
y no jurídicos. Cuando otros Estados los reconocen, estos
actos crean una forma de acuerdo y, como tal, pueden
crear para otros Estados no sólo derechos sino también
obligaciones. El ejemplo clásico de actos de esta clase es
la declaración formulada por Egipto en 1957 en relación
con el régimen del Canal de Suez4. Por último, hay actos
que corresponden a la posición del Estado en relación
con una situación o un hecho determinado —reconoci-
miento, denuncia o protesta— y que son también pura-
mente unilaterales porque no requieren el reconocimiento
de otros Estados.

8. El orador acoge con agrado la referencia que se hace
en el nuevo proyecto de artículo 1 a la «intención de»
producir efectos jurídicos, porque en algunas circunstan-
cias se producen efectos jurídicos indirectamente, des-
pués del reconocimiento de un acto unilateral por otros
Estados. En cambio, la supresión del término «autóno-
mo», que figuraba en anteriores definiciones del acto uni-
lateral (antiguo artículo 2), plantea ciertas dificultades.
Esa supresión significaría que los actos unilaterales com-
prenden los efectuados en relación con tratados. Sin
embargo, como algunos miembros de la Comisión insis-
ten en que se suprima ese término, la solución podría
consistir en insertar la palabra «unilateralmente» después
de «la intención de producir». En este contexto se enten-
dería que ese término guarda relación con la naturaleza
autónoma del acto. El empleo de la palabra «formulada»
no satisface al orador, por lo menos en la versión rusa,
porque describe en general la generación de un acto y no
su resultado.

9. El Relator Especial llama acertadamente la atención
sobre el hecho de que los Estados pueden producir actos
unilaterales por acuerdo tácito. En los últimos tiempos, el
acuerdo tácito ha desempeñado una importante función
en la elaboración del derecho internacional general, com-
prendido el jus cogens. En muchos casos el Consejo de
Seguridad ha adoptado resoluciones, incluso algunas por
las que se establecen tribunales internacionales ad hoc,
ejerciendo facultades que la Carta de las Naciones
Unidas no le concede —y los Estados Miembros han
reconocido tácitamente esas decisiones, que han adquiri-
do así vigencia.
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1 Reproducido en Anuario... 2000, vol. II (primera parte).
2 Ibíd.
3 Véase el texto del proyecto de artículos incluido en su tercer

informe en 2624.ª sesión, párr. 35.

4 Declaración (con carta de presentación dirigida al Secretario
General de las Naciones Unidas) relativa al Canal de Suez y a las dis-
posiciones adoptadas para su funcionamiento (El Cairo, 24 de abril 
de 1957) (Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 265, n.º 3821,
pág. 299).
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10. En cuanto al apartado f del nuevo proyecto de artí-
culo 5, un acto unilateral que está en oposición con una
norma imperativa de derecho internacional no puede
tener valor jurídico antes de que otro Estado la reconoz-
ca. Se puede interpretar que este párrafo legaliza la vio-
lación, no sólo de normas consuetudinarias, sino también
de normas convencionales. En el apartado g del artículo
5 hay que especificar que un acto unilateral es inválido
no sólo si contradice una decisión del Consejo de
Seguridad, sino también y tanto más si contradice la
Carta de las Naciones Unidas. Desearía que al final del
apartado se añadiese la frase «y los fallos de los tribuna-
les internacionales». El apartado h se podría completar
con un texto de la Convención de Viena de 1969 relativo
a los conflictos con la legislación nacional en el contexto
de la competencia de un Estado para concertar un tratado
internacional. Por último, el párrafo introductorio del
artículo se debe modificar para aclarar que el Estado en
cuestión es aquel que ha realizado un acto unilateral.

11. El Sr. AL-BAHARNA se refiere al párrafo 14 del
tercer informe y dice que el Relator Especial no parece
abrigar duda sobre la pertinencia del tema, pero huelga
suscitar esta cuestión porque la Comisión había tomado
ya una decisión al respecto cuando lo aprobó5. En el
párrafo 17 el Relator Especial destaca la relación que
existe entre este tema y la Convención de Viena de 1969,
pero en el párrafo 18 indica las diferencias entre el dere-
cho aplicable a los actos unilaterales y el derecho de los
tratados. Sería desaconsejable ajustarse a la Convención,
porque hay diferencias esenciales entre el derecho de los
tratados y el derecho de los actos unilaterales. En reali-
dad, no existe paralelismo alguno entre ambos.

12. En la Sexta Comisión, algunas delegaciones expre-
saron la duda de que exista siquiera un paralelismo flexi-
ble, como se señala en el párrafo 22, y sostuvieron que el
trabajo en materia de actos unilaterales se debe efectuar
independientemente del derecho de los tratados. Aunque
el carácter de un tratado, que requiere dos o más partes,
difiere del carácter de un acto unilateral, una vez que el
acto unilateral es formulado válidamente y se reconoce
su aplicabilidad, puede quedar sujeto a todas o algunas de
las consecuencias jurídicas atribuibles a un acto realiza-
do en virtud de un tratado de conformidad con la
Convención de Viena de 1969. Por lo tanto, todas o algu-
nas de las consecuencias de los tratados, en relación por
ejemplo con la validez, capacidad, nulidad, revocación,
reserva, buena fe e interpretación, podrían por analogía
ser aplicables mutatis mutandis a un acto unilateral for-
mulado con la intención de producir efectos jurídicos.

13. En las respuestas de los gobiernos al cuestionario
sobre los actos unilaterales enviado por la Comisión en
su período de sesiones precedente, el Reino Unido decía
por ejemplo que se daba una importancia excesiva a la
Convención de Viena de 1969 y que no estaba convenci-
do de que las disposiciones de la Convención se pudiesen
aplicar mutatis mutandis a todas las categorías de actos
unilaterales del Estado. Georgia, por su parte, dijo que las
disposiciones de la Convención no se podían aplicar
mutatis mutandis a los actos unilaterales a causa de su

diferente carácter. El Relator Especial debe tener en con-
sideración estas opiniones.

14. En relación con el estoppel o preclusión, en la Sexta
Comisión algunos representantes reconocían la existen-
cia de una relación entre el estoppel y los actos unilatera-
les, mientras que otros la denegaban porque su carácter
era distinto. El Relator Especial tiene razón en afirmar
que el estoppel no guarda relación con los actos unilate-
rales y en el párrafo 27 del informe se destacan las nota-
bles diferencias entre ambos, comprendido el hecho de
que el elemento característico del estoppel no es el com-
portamiento del Estado, sino la confianza de otro Estado
en ese comportamiento. El acto unilateral tiene por obje-
to crear una obligación jurídica al Estado que lo realiza,
mientras que el estoppel no crea tal relación en el Estado
que lo utiliza.

15. El Relator Especial indica las dificultades que
entraña la formulación de una definición jurídica adecua-
da de «actos unilaterales del Estado». El párrafo 31 con-
tiene una lista de varios elementos, todos los cuales
figuran ya en el proyecto, pero el Relator Especial ha tra-
tado de mejorar el texto teniendo en cuenta los debates
habidos en la Sexta Comisión y las observaciones formu-
ladas por escrito por los gobiernos. En el párrafo 34 se
indica que la intención del Estado autor del acto es fun-
damental para el tema, que se debe limitar a los actos uni-
laterales formulados por los Estados con el propósito de
producir efectos jurídicos, lo que excluye todos los actos
políticos del Estado o las declaraciones o actos unilatera-
les formulados con intenciones políticas. La CDI debe
apoyar la posición del Relator Especial a este respecto.

16. El Relator Especial justifica la utilización del térmi-
no «acto unilateral» en vez de «declaración unilateral»
por las inquietudes expresadas en la Sexta Comisión,
aunque en el párrafo 40 conviene en que la mayoría de
los actos unilaterales se formulan mediante declaracio-
nes, cuando no todos. Los ejemplos citados en los párra-
fos 37 a 47 demuestran todos que los actos unilaterales se
formulan en la mayoría de los casos mediante declaracio-
nes. En el párrafo 41 se afirma que actos formulados
mediante declaraciones orales o a través de declaraciones
escritas se pueden apreciar en la práctica y el Relator
Especial reconoce en el párrafo 47 que ha recurrido al
término «actos» para atender una importante corriente de
opinión que considera este término más amplio y menos
restrictivo.

17. La nueva definición de actos unilaterales guarda
silencio sobre la forma en que el acto se puede expresar
y sin embargo estos actos se han de efectuar de una
manera u otra —no se producen en el vacío—. Aunque a
nadie escapa la complejidad de establecer una definición
general, la nueva definición contenida en el artículo 1 no
constituye una solución satisfactoria. Por lo tanto, el ora-
dor sugeriría que se insertase la frase «en forma de decla-
ración o en alguna otra forma aceptable» después de
«formulada» o bien que se añadiese un segundo párrafo
con el siguiente texto: «El acto unilateral de un Estado
definido en el párrafo 1 puede adoptar la forma de una
declaración u otra forma aceptable». Sugeriría también
que se incluyese una disposición en el artículo 1, quizá en
párrafo aparte, en la que se especificase que el acto uni-

5 Véase Anuario... 1996, vol. II (segunda parte), doc. A/51/10,
párr. 248, anexo II y adición 3.



lateral de un Estado se puede formular verbalmente o 
por escrito.

18. En los párrafos 48 a 59 del informe se citan ejem-
plos fundados en precedentes y en la práctica de los
Estados para justificar el empleo de la expresión «produ-
cir efectos jurídicos» en el nuevo proyecto de artículo 1.
El orador apoya la nueva versión propuesta por las razo-
nes aducidas en el párrafo 48. El Relator Especial se
refiere una y otra vez al principio generalmente aceptado
de que el Estado no puede, por medio de un acto unilate-
ral, imponer obligaciones a otro Estado o a una organiza-
ción internacional sin su consentimiento. No obstante,
muchos de los casos mencionados guardan relación 
con el régimen de los tratados más que con el de los actos
unilaterales.

19. En la sección relativa a la «autonomía» de los actos
unilaterales, el Relator Especial se ocupa de una cuestión
fundamental: la «característica de no dependencia» de
tales actos, como se señala en el párrafo 60. Como se dice
en el párrafo 61, la razón para incluir la expresión «autó-
nomos» en la definición de los actos unilaterales era
excluir los actos vinculados a otros regímenes, como
serían todos los actos vinculados al derecho de los trata-
dos. El orador es partidario de que se incluya el término
porque la «autonomía» es una característica importante
de un acto unilateral. No está pues de acuerdo con el tono
apologético del Relator Especial ni con la declaración
liberatoria contenida en el párrafo 69.

20. El término «inequívoca», que figuraba en la ante-
rior definición de los actos unilaterales, se ha conservado
en el nuevo proyecto de artículo 1. Es un elemento fun-
damental y necesario, porque es difícil imaginar cómo se
podría formular un acto unilateral de una manera ambi-
gua o que diese la impresión de establecer condiciones o
restricciones, o cómo se lo podría revocar rápida y fácil-
mente. La cuestión que se plantea en el párrafo 71 es si el
carácter inequívoco del acto debe estar vinculado con la
manifestación de la voluntad o con el contenido del acto.

21. La «publicidad» es también un elemento esencial
de la definición, pero la palabra tiene amplias connota-
ciones que podrían suponer el recurso a los medios de
comunicación, cuando lo que se quiere decir es que por
lo menos el destinatario y otros Estados interesados
deben tener conocimiento del compromiso contenido en
el acto unilateral. La expresión «formulada públicamen-
te» que se utilizaba en el anterior artículo 2 se sustituyó
en el Grupo de Trabajo por «que se notifica al Estado o
la organización interesados, o se pone de alguna otra
manera en conocimiento de ese Estado o esa organiza-
ción»6, que parece aceptable. La nueva formulación pro-
puesta por el Relator Especial «y que es del conocimiento
de ese Estado o de esa organización internacional»
requiere aclaración. La referencia a «Estado u organiza-
ción internacional» no corresponde a las palabras «uno o
varios Estados o una o varias organizaciones internacio-
nales» que se utilizan en la oración precedente y crea
confusión. Las entidades se citan en plural en relación
con los efectos jurídicos pero en singular en relación con
la «publicidad». Cabe suponer que la disparidad es invo-
luntaria. La última parte del artículo 1 se debe pues re-

dactar de nuevo de la siguiente manera: «internacionales
y que es del conocimiento de ese Estado u organización
internacional o de esos Estados u organizaciones interna-
cionales» o sencillamente: «y que se pone en su conoci-
miento». Por otra parte, la formulación contenida en el
antiguo artículo 2 es correcta y convendría mantenerla
sin modificación. Por lo tanto, las palabras «es del cono-
cimiento de ese Estado o de esa organización internacio-
nal» se deben sustituir por el texto anterior «es notificado
o puesto de otra manera en conocimiento del Estado o de
la organización internacional interesados». En el párrafo
131 del resumen por temas de los debates de la Sexta
Comisión (A/CN.4/504) se puede ver que esta última
expresión recibió el apoyo de las delegaciones. Siendo
así, ¿por qué cambiarla?

22. El orador está de acuerdo con la propuesta de que
se suprima el anterior artículo 1 (Alcance del presente
proyecto de artículos). El nuevo proyecto de artículo 1
contiene ya los elementos del campo de aplicación exis-
tentes en la versión anterior. Además, el proyecto no
necesita la adición de un artículo fundado en el artículo 3
de la Convención de Viena de 1969. No parece existir
ningún paralelismo entre ambas situaciones. Como se
dice en el párrafo 89 del informe, el término «unilateral»
es suficientemente amplio para abarcar todas las manifes-
taciones de voluntad formuladas por el Estado.

23. El nuevo proyecto de artículo 2 es aceptable y el
orador está de acuerdo con el párrafo 1 del nuevo proyec-
to de artículo 3 porque los jefes de Estado, los jefes de
gobierno y los ministros de relaciones exteriores pueden,
sin ningún lugar a dudas, vincular a sus Estados por
medio de actos unilaterales. En sus respuestas al cuestio-
nario de la Comisión, el Gobierno de los Países Bajos
había añadido a esas tres categorías los jefes de las misio-
nes diplomáticas, pero el orador duda de que el jefe de
una misión diplomática pueda asumir tan importante fun-
ción sin una autorización precisa.

24. El orador no está totalmente dispuesto a apoyar el
párrafo 2 del nuevo proyecto de artículo 3 en su forma
actual, porque es demasiado amplio. Seguramente nadie
puede investigar la práctica y las circunstancias de cada
Estado y decidir si una persona que ha formulado un acto
unilateral está autorizada para actuar en nombre del
Estado. Con ello se da pie para que cualquier funcionario
formule un acto unilateral, que con toda probabilidad
será invalidado luego. La Comisión debe limitar la cate-
goría de personas que pueden formular actos unilaterales
en virtud del párrafo 2 a los jefes de las misiones diplo-
máticas y a otros ministros de Estado, que estarán plena-
mente habilitados para hacerlo con fines específicos
únicamente. De esta manera se puede trazar la línea divi-
soria entre la autoridad general atribuida a las tres cate-
gorías de personas enumeradas en el párrafo 1 y la
autoridad más limitada atribuida a la categoría de perso-
nas a que se refiere el párrafo 2.

25. El nuevo proyecto de artículo 4 no cuenta con el
apoyo del orador, porque no es suficientemente restricti-
vo. Si una persona formula un acto unilateral sin estar
habilitada para ello, ¿cómo puede el Estado correspon-
diente aprobar luego esta acción ilícita? En el derecho de
las obligaciones, esta persona actúa ilegalmente y su
acción es por lo tanto nula ab initio. De ahí que un Estado
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6 Véase Anuario... 1999, vol. II (segunda parte), párr. 589.



2629.ª sesión—30 de mayo de 2000 147

no pueda luego convalidar un comportamiento que no
estaba inicialmente autorizado. Sin embargo, el artículo
está relacionado con el párrafo 2 del nuevo proyecto de
artículo 3, cuya sustitución por una disposición más espe-
cífica ha propuesto el orador. Si su propuesta se acepta,
el Estado no necesitaría el artículo 4 para invalidar los
actos formulados por personas no autorizadas. Conviene
sin embargo señalar a la atención del Relator Especial
que el nuevo proyecto de artículo 4 se refiere al artículo
3 en general, mientras que se debe hacer referencia pre-
cisa al párrafo 2 del artículo 3, porque los actos unilate-
rales de las personas a que se refiere el párrafo 1 del
artículo 3 no se pueden poner nunca en tela de juicio.

26. En cuanto al silencio y a los actos unilaterales
(párrafos 126 a 133 del informe), el silencio guarda rela-
ción con el principio del estoppel, que escapa al alcance
del tema estudiado. El orador aprueba el nuevo proyecto
de artículo 5 relativo a la nulidad de los actos unilatera-
les, pero sería útil incluir en él otra causa de nulidad, a
saber, el acto formulado por una persona no autorizada
para ello. El proyecto de artículo sigue de cerca la
Convención de Viena de 1969, pero es dudoso que las
reglas de interpretación aplicables a las causas que pro-
vocan la nulidad de los tratados en el derecho de los tra-
tados se puedan aplicar mutatis mutandis a los mismos
factores enumerados en el nuevo proyecto de artículo 5.

27. El Sr. HE está de acuerdo con la supresión del anti-
guo artículo 1 y con su incorporación en el nuevo proyec-
to de artículo 1, que constituye una importante mejora y
sirve de punto de partida para elaborar el proyecto de
artículos.

28. No es fundamental conservar el elemento de la
autonomía en la definición. Por un lado, los actos unila-
terales deben estar vinculados a normas de derecho inter-
nacional preexistentes, aunque se podrían excluir los
actos vinculados a otros regímenes, por ejemplo al dere-
cho de los tratados. Por otra parte, aunque en algunos
casos no es necesario que el Estado destinatario acepte el
acto unilateral, en otros casos están en juego los intereses
del Estado destinatario y es obligatorio que se responda.

29. El orador observa que a las palabras «manifestación
de voluntad» se añade «con la intención» y estima que
conviene evitar esta repetición. El nuevo proyecto de
artículo 1 se debería remitir al Comité de Redacción para
que éste prepare un texto más preciso y elegante.

30. El párrafo 2 del nuevo proyecto de artículo 3 proce-
de de las disposiciones pertinentes de la Convención de
Viena de 1969. No está claro sin embargo el significado
de la frase «si se deduce de la práctica seguida por los
Estados interesados». Se podría utilizar una terminología
más precisa, por ejemplo «una persona está habilitada
para representar al Estado en la formulación de actos uni-
laterales», con objeto de establecer la aptitud de las per-
sonas que representan al Estado o actúan en su nombre.

31. El párrafo 3 del antiguo artículo 4, extraído del
apartado c del párrafo 2 del artículo 7 de la Convención
de Viena de 1969, corresponde enteramente al alcance y
al significado del nuevo proyecto de artículo 3 y conven-
dría conservarlo. Sería también prudente suprimir el anti-
guo artículo 6, puesto que su contenido está recogido ya
en los nuevos proyectos de artículos 3 y 4.

32. Si bien es cierto que el silencio tiene efectos jurídi-
cos en ciertos casos, por ejemplo en asuntos relacionados
con la denuncia, la protesta o el reconocimiento, no es
posible considerarlo un acto unilateral en sentido estricto
porque falta la intención, que es uno de los elementos
importantes de la definición de acto unilateral. No es
necesario pues incluir el silencio en el proyecto.

33. Por último, el orador está de acuerdo en que el
nuevo proyecto de artículo 5 se debe redactar siguiendo
las líneas generales y la metodología de la Convención de
Viena de 1969.

34. El Sr. SIMMA elogia al Relator Especial por la
valentía con que ha abordado un tema que, a su juicio, no
se presta a la codificación.

35. En relación con los actos unilaterales, la Comisión
se halla en una situación difícil. La práctica de los
Estados es amplia y todos convienen en que los Estados
recurren constantemente a los actos unilaterales, pero
esta abundante práctica no parece fácilmente accesible.
Da la impresión de que ni siquiera los Estados encuentran
fácil explicar sus acciones y a este respecto basta leer las
respuestas al cuestionario. Los actos unilaterales tienen
atractivo para los Estados precisamente por la mayor
libertad de que disponen para su aplicación en compara-
ción con los tratados. La cuestión reside en cómo «codi-
ficar» esta libertad relativa de acción. La Comisión se
halla ante un dilema: o estructura rígidamente, a modo de
la Convención de Viena de 1969, una gran variedad de
actos unilaterales y el producto será entonces totalmente
inaceptable para los Estados o limita su labor a los actos
unilaterales para los que existen por lo menos ciertas tra-
zas de un régimen jurídico aceptado, en cuyo caso el
resultado tendría una utilidad limitada, porque se estaría
prescribiendo algo que los Estados hacen de todos
modos. Sin embargo, si la Comisión continúa con el
tema, éste es el camino que habrá de seguir.

36. Incluso la jurisprudencia es peculiar: la Comisión
se ha centrado exclusivamente en los casos Essais nuclé-
aires y Statut juridique du Groënland oriental. En los
asuntos Essais nucléaires, la CIJ se halló ante un nudo
gordiano político, que cortó llegando a conclusiones pre-
cipitadas sobre la naturaleza vinculante de las promesas
unilaterales, cuando en otras circunstancias habría quizá
sido mucho más prudente. En el caso Statut juridique 
du Groënland oriental, los juristas siguen abrigando
dudas sobre si se trata de un acto unilateral propiamente
dicho o de una declaración formulada en el contexto de
un tratado.

37. La Comisión debe adoptar un criterio más inducti-
vo, a saber, debe examinar primero los actos unilaterales
específicos en relación con una definición de trabajo —y
el artículo 1 no debe ser otra cosa que una definición de
trabajo— y tratar luego de hallar problemas comunes
precisos y encontrar quizás soluciones aplicables a todos
los casos. Es arriesgado, sin embargo, que la Comisión
siga examinando la aplicabilidad de la Convención de
Viena de 1969 sin una idea clara de qué actos unilatera-
les desea abordar.

38. La Comisión no sabía realmente qué aceptarían los
Estados a este respecto y decidió que la Secretaría envia-
ra un cuestionario para ayudar al Relator Especial a pre-



parar una recopilación de la práctica de los Estados7. 
En febrero de 2000, el Relator Especial presentó su 
informe aunque la recopilación de la práctica de los
Estados no estaba todavía lista y no se habían recibido
respuestas al cuestionario. Ha llegado quizá la hora de
esperar respuesta.

39. Refiriéndose al informe propiamente dicho, el ora-
dor dice que nunca ha visto un documento de las
Naciones Unidas con tales imperfecciones de lenguaje.
El párrafo 25, por ejemplo, es incomprensible.

40. En lo que respecta al nuevo proyecto de artículo 1,
el Relator Especial se ha desviado en ciertos puntos de la
definición de trabajo que el Grupo de Trabajo y la
Comisión en su conjunto habían acordado tras un consi-
derable debate al término del 51.º período de sesiones. El
orador no entiende por qué el Relator Especial se refiere
de nuevo a ciertos puntos sobre los cuales la mayoría de
los miembros habían expresado dudas en ese período de
sesiones. Por ejemplo, en los párrafos 70 a 77 vuelve
sobre la palabra «inequívoca», aunque el término sigue
siendo confuso porque no queda claro si la manifestación
de voluntad inequívoca sería aplicable en el sentido de
que el Estado debe claramente pensar lo que dice. Los
párrafos 71 y 73 parecen ir en esa dirección, mientras que
la definición sugiere además que los Estados formulan
declaraciones deliberadamente equívocas. Por ejemplo,
la Organización de Liberación de Palestina ha sido reco-
nocida por gran número de Estados como representante
legítimo del pueblo palestino pero, por lo menos en un
contexto jurídico internacional, nadie sabe qué significa
esta declaración. Los Estados desean evidentemente que
su declaración siga siendo equívoca. De ahí que sea
arriesgado utilizar el adjetivo «inequívoco», que procede
suprimir.

41. El nuevo proyecto de artículo 1 constituye un nota-
ble progreso en relación con la versión precedente (anti-
guo artículo 2), pero el orador no ve la necesidad de
hablar en el nuevo proyecto de artículo 4 de una confir-
mación «expresa». ¿Por qué no podría el Estado confir-
mar implícitamente la validez de un acto unilateral
formulado por una persona no habilitada para ello?

42. Es verdaderamente extraño leer, en el párrafo 128,
que vale preguntarse si un Estado puede formular un acto
unilateral a través del silencio, puesto que es imposible
«formular» con el silencio un acto jurídico.

43. En cuanto al nuevo proyecto de artículo 5 le ha cho-
cado leer en los párrafos 142 y 143 que un Estado había
expresado dudas en cuanto al dolo porque consideraba
que la disposición contenida en el apartado b del antiguo
artículo 7 podría interferir con algunos de los métodos
aceptados mediante los cuales los Estados conducen su
política exterior y convencen a otros Estados de sumarse
a esa política. A juicio del orador, el dolo debe seguir
siendo un motivo de invalidez.

44. En lo que respecta a la fuerza, la observación del
párrafo 150 induce a error. En el apartado e del nuevo
proyecto de artículo 5 el Relator Especial dice acertada-
mente que si la formulación del acto ha sido obtenida por

la amenaza o el uso de la fuerza el acto es nulo. Pero esto
es completamente distinto de decir que un acto en sí con-
trario a la prohibición del uso de la fuerza es nulo.

45. Además, es sorprendente que en el párrafo 153 no
se haga referencia alguna al apartado h del nuevo proyec-
to de artículo 5, que parece haber sido añadido a poste-
riori. Es necesario remediar la ausencia de observaciones
sobre ese apartado. El orador tiene el mismo problema
que el Sr. Lukashuk con la frase preliminar del nuevo
proyecto de artículo 5 y se pregunta qué Estado puede
invocar la nulidad de un acto unilateral. A diferencia del
Sr. Lukashuk, el orador estima sin embargo que, por lo
menos en lo que se refiere a los apartados f y g, el Estado
que formula un acto unilateral contrario al jus cogens o a
una decisión del Consejo de Seguridad no es el único que
tiene derecho a invocar esa nulidad. El examen de las
consecuencias de las resoluciones del Consejo en la vali-
dez de los actos jurídicos es confuso. Guarda relación con
un comentario del Sr. Dugard, quien dijo, según la cita
que figura en el párrafo 156, que el proyecto de artículo
7 debería incluir las resoluciones del Consejo entre los
factores que se podrían invocar como causa de nulidad de
un acto unilateral. Por ejemplo, si un Estado formula una
declaración contraria a una resolución del Consejo, espe-
cialmente en relación con el Capítulo VII de la Carta de
las Naciones Unidas, que pide a los Miembros que no
reconozcan como Estado a una entidad determinada,
podría sostenerse que ese acto unilateral es nulo8.
Evidentemente, se plantea un problema que es preciso
atacar. El Relator Especial lo hace pero afirma luego que
incluso las resoluciones del Consejo adoptadas sobre la
base del Capítulo VI de la Carta pueden ser vinculantes.
Ello es cierto desde el punto de vista jurídico, según se
dice en el párrafo 160, pero afirmar que una resolución o
decisión del Consejo basada en el Capítulo VI puede
invalidar un acto jurídico unilateral de un Estado es ir
demasiado lejos.

46. A juicio del orador, la única posibilidad que lleva-
ría a algo como la pérdida del efecto pretendido por los
actos unilaterales sería que el Consejo de Seguridad
tomase una decisión basada expresamente en el Capítulo
VII de la Carta de las Naciones Unidas o en la que se
hiciese referencia expresa al Artículo 39. Naturalmente,
el orador conoce la práctica nacida como consecuencia
de la guerra fría, durante la cual el Consejo sólo pudo lle-
gar en muchos casos a una decisión oscureciendo la base
jurídica de sus decisiones, y en la opinión consultiva en
el asunto Namibie algunos miembros de la CIJ habían
hecho un considerable esfuerzo para dar fuerza vinculan-
te a una resolución del Consejo que no mencionaba su
base jurídica. Sin embargo, como la guerra fría ha termi-
nado, no hay razón para que una declaración formulada
por un Estado sea inválida de modo automático a causa
solamente de una decisión del Consejo cuyo carácter vin-
culante no está claro. El orador llama la atención sobre el
Artículo 103 de la Carta según el cual, en caso de conflic-
to entre las obligaciones contraídas en virtud de la Carta
y las obligaciones contraídas en virtud de cualquier otro
convenio internacional, prevalecerán las obligaciones
impuestas por la Carta. Pero tal prevalencia no significa
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necesariamente que el acto jurídico tenga que ser 
inválido.

47. El Sr. Sreenivasa RAO estima que la cuestión del
efecto de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la
validez jurídica de los actos unilaterales es importantísi-
ma. Está en general de acuerdo en que las recomendacio-
nes del Consejo formuladas en virtud del Capítulo VI de
la Carta de las Naciones Unidas no invalidarían un acto
unilateral.

48. Observador sagaz, el Sr. Simma sabe seguramente
que el Consejo de Seguridad es a veces deliberadamente
equívoco en cuanto a las consecuencias de sus resolucio-
nes para los Estados Miembros, especialmente cuando
omite una referencia específica al Capítulo VI o al
Capítulo VII de las Carta de las Naciones Unidas. El ora-
dor se pregunta si el Sr. Simma estima que el Artículo 25
se puede invocar solamente cuando las resoluciones del
Consejo sean absolutamente inequívocas.

49. Aun si los actos jurídicos unilaterales no quedan
invalidados por una resolución del Consejo de Seguridad,
el orador señala que los Estados Miembros de las
Naciones Unidas tienen que cumplir las obligaciones que
esas resoluciones imponen, especialmente cuando son
aprobadas por unanimidad. Es incluso imaginable que los
Estados hayan de reconsiderar actos unilaterales cuando
éstos contradigan resoluciones del Consejo.

50. El Sr. ELARABY señala que, aunque el Sr. Simma
desaprueba la utilización de la palabra «inválidas», se ha
referido al Artículo 103 de la Carta de las Naciones
Unidas, en el que se especifica claramente que, en caso
de conflicto entre las obligaciones de los Estados
Miembros en virtud de la Carta y sus obligaciones en vir-
tud de cualquier otro convenio internacional, prevalece-
rán sus obligaciones en virtud de la Carta. A juicio del
orador, la disposición contenida en el Artículo 103 signi-
fica que las obligaciones jurídicas incompatibles, ya sea
en virtud de un tratado o como consecuencia de un acto
unilateral, son nulas.

51. El Sr. SIMMA no tiene nada que oponer a la adop-
ción de medidas equívocas por el Consejo de Seguridad.
Su argumento consiste en que la nulidad de un tratado o
de un acto unilateral es la más trascendental de todas las
sanciones jurídicas disponibles. Un sistema jurídico
puede condenar un acto de diversas maneras menos
extremas, por ejemplo declarándolo oponible. Si el
Consejo impone un embargo sobre las armas y ciertos
Estados concluyen un acuerdo o formulan un acto unila-
teral en contrario, el acuerdo o el acto no serán nulos sino
que sencillamente no se aplicarán. Si la norma A prevale-
ce sobre la norma B, no se sigue necesariamente que la
norma B sea nula. Por ejemplo, según la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas,
cuando una norma de derecho interno es incompatible
con una norma de derecho comunitario, no se considera
que la norma interna sea nula sino simplemente inaplica-
ble en ciertos casos.

52. El Sr. TOMKA comparte en general las opiniones
del Sr. Simma. En la Convención de Viena de 1969 no se
estipula que la no conformidad con una resolución del
Consejo de Seguridad sea causa de nulidad de un tratado
y en el Artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas

no se pretende invalidar obligaciones contraídas en virtud
de otros tratados. Estas obligaciones pueden quedar en
suspenso cuando una decisión del Consejo active una
obligación que impone la Carta, pero el tratado sigue
vigente y será vinculante de nuevo cuando se revoque la
decisión del Consejo. Lo mismo se aplica a los actos uni-
laterales. Si, en el apartado g del proyecto de artículo 5,
la expresión «decisión del Consejo de Seguridad» tiene
por objeto incluir decisiones tomadas en virtud del
Capítulo VI, se están dando al Consejo más atribuciones
que las que ha pretendido obtener hasta la fecha.

53. El Sr. SEPÚLVEDA dice que, según el nuevo pro-
yecto de artículo 5, se puede declarar nulo un acto unila-
teral si, en el momento de su formulación, contradice una
decisión del Consejo de Seguridad. Un acto unilateral se
puede sin embargo invalidar mucho más tarde. Por ejem-
plo, la declaración unilateral de independencia de Rho-
desia en 1965 fue luego anulada por el Consejo en su
resolución 217 (1965) de 20 de noviembre de 1965, que
aplicó además medidas coercitivas —principalmente
sanciones económicas— en virtud del Capítulo VII de la
Carta de las Naciones Unidas. En ese caso, la decisión
del Consejo vino después del acto unilateral.

54. El Sr. PELLET elogia al Relator Especial por haber
abordado una vez más un tema que, a diferencia del Sr.
Simma, considera codificable. El tercer informe contiene
aclaraciones y modificaciones útiles, pero sigue siendo
hasta cierto punto abstracto y faltan ejemplos prácticos,
una carencia especialmente lamentable en el caso de un
tema cuya aceptabilidad depende de la capacidad de la
Comisión para fundar sus propuestas en la práctica actual
de los Estados.

55. En lo que respecta a las repercusiones en el tema
actual del derecho de los tratados y en particular de la
Convención de Viena de 1986, sigue sin estar claro si el
proyecto abarca los efectos de los actos unilaterales de
los Estados en las organizaciones internacionales y los
efectos de los actos de las organizaciones internacionales
cuando el comportamiento de éstas es comparable al de
un Estado. Sólo se menciona a las organizaciones inter-
nacionales en el nuevo proyecto de artículo 1 y única-
mente como destinatarias y no autoras de actos
internacionales. Aunque la Comisión ha decidido pruden-
temente excluir del proyecto las resoluciones de las orga-
nizaciones internacionales, la palabra «resolución» no
abarca todo el abanico de actos de esas organizaciones.
Las organizaciones internacionales y sobre todo las orga-
nizaciones de integración regional pueden también com-
prometerse unilateralmente frente a Estados y a otras
organizaciones internacionales. Las cuestiones que plan-
tean estos actos se habrán de abordar pues mutatis mutan-
dis a la luz de la Convención.

56. Los destinatarios de actos unilaterales de los Es-
tados pueden ser también otras entidades, como los
movimientos nacionales de liberación o los particulares.
Se plantea la cuestión de si los actos unilaterales, al igual
que los tratados, pueden crear obligaciones integrales. El
orador sospecha que sí e insta al Relator Especial a que
examine la cuestión.

57. El Relator Especial ha adoptado acertadamente un
criterio flexible en la relación que establece entre el pro-



yecto de artículos y el derecho de los tratados, puesto que
su propósito es destacar las características distintivas de
los actos unilaterales por oposición a los tratados y una
de esas características es el problema de la interpretación
de los actos unilaterales. La Comisión inició un intere-
santísimo debate en el período de sesiones precedente
sobre la interpretación de los actos unilaterales especiales
que constituyen las reservas a los tratados.

58. Aunque el orador no ha entendido nunca totalmen-
te la sutileza de las normas que rigen el estoppel en el
Reino Unido y en los Estados Unidos, la idea fundamen-
tal en derecho internacional parece ser que el Estado o la
organización internacional no debe vacilar en su compor-
tamiento frente a sus asociados e inducirles con ello a
error. Pregunta pues qué significado tiene la frase «los
actos relacionados con el estoppel» en el párrafo 25.
Cualquier acto unilateral podría probablemente dar lugar
al estoppel, pero le preocupa hasta cierto punto la decla-
ración contenida en el párrafo 27, es decir, que el elemen-
to característico del estoppel no es el comportamiento del
Estado sino la confianza que se crea en otro Estado. ¿No
sería preferible decir que el estoppel puede ser el resulta-
do de un acto unilateral cuando ese acto impulsa al desti-
natario a fundarse en la posición expresada por el Estado
autor del acto? El estoppel forma parte del tema por
cuanto es una de las posibles consecuencias de un acto
unilateral. Será pues preciso abordarlo cuando el Relator
Especial examine los efectos de los actos unilaterales.

59. El nuevo proyecto de artículo 1 es el que más difi-
cultades presenta a causa de su influencia en todos los
demás artículos. Aunque muchas facetas del criterio
adoptado por el Relator Especial son convincentes y esta
versión es mejor que el antiguo artículo 2, no puede estar
enteramente de acuerdo con el texto que se propone. La
omisión de la palabra «declaración» es satisfactoria, aun-
que sólo sea porque su relación con la expresión «actos
unilaterales» es sumamente ambigua. El orador está de
acuerdo con el Relator Especial en que la forma del acto
unilateral no tiene gran importancia, pero le intriga 
la ambigüedad de su posición en relación con el silencio.
Aunque las opiniones del orador no son tan tajantes como
las de algunos otros miembros, estima que la Comisión
debe adoptar una posición clara sobre este asunto, 
ya sea en los artículos, ya sea por lo menos en las 
observaciones.

60. Los asuntos Essais nucléaires demuestran que, con-
trariamente a lo que se da a entender en el párrafo 41 del
informe, la «falta de ambigüedad» puede ser consecuen-
cia, no de un acto formalmente identificable, sino de una
combinación de declaraciones verbales que eluden la
necesidad de una confirmación escrita formal. Además,
el orador está persuadido de que los actos plurilaterales
mencionados en el párrafo 45 tienen igual efecto que los
actos unilaterales en lo que respecta a sus destinatarios.
Por ejemplo, una declaración conjunta de los vencedores
frente al vencido o una declaración conjunta sobre el ali-
vio de la deuda de un tercer país constituye claramente un
acto plurilateral que el destinatario interpreta como uni-
lateral. No está claro, sin embargo, cómo es posible dis-
tinguir estos actos de los tratados plurilaterales. En todo
caso, el Relator Especial debe adoptar una posición 
clara y determinar si entran en el alcance del proyecto 
de artículos.

61. El orador está de acuerdo con el Relator Especial en
que la finalidad del autor del acto es fundamental para la
definición del acto unilateral y no está de acuerdo con el
Sr. He en que exista una duplicación entre los términos
«manifestación de voluntad» e «intención». No obstante,
si bien la intención es un elemento fundamental de la
definición del acto unilateral, el silencio no puede entrar
en todos los casos en el ámbito de la definición. El silen-
cio de Siam en el caso Temple de Préah Vihéar fue quizá
un acto unilateral, pero se extendió durante un largo pe-
ríodo de tiempo, mientras que un acto da una idea de ins-
tantaneidad. Además, el acto involuntario no reúne
ciertamente las condiciones necesarias para que se le
considere un acto unilateral.

62. Suponiendo que la intención es fundamental, la
siguiente cuestión es el objeto de la intención. El orador
comparte la opinión del Relator Especial de que el obje-
to es producir efectos jurídicos. Sin embargo, lo esencial,
en el momento de la definición, es saber qué efectos jurí-
dicos se propone producir el autor del acto, independien-
temente de que esos efectos se materialicen o no. Hay
acto unilateral si el autor pretende que se produzcan cier-
tos efectos jurídicos. El informe es ambiguo a este res-
pecto. Los párrafos 48 a 59 se centran, no en los efectos
que el autor desea obtener, sino en los que efectivamente
se obtienen. En cambio, el nuevo proyecto de artículo 1
se atiene acertadamente a la intención del autor.

63. Con el nuevo proyecto de artículo 1 el Relator Es-
pecial introduce restricciones innecesarias puesto que
habla de «efectos jurídicos en sus relaciones con uno o
varios Estados o una o varias organizaciones internacio-
nales». La definición de los tratados en el apartado a del
párrafo 1 del artículo 2 de la Convención de Viena de
1969 debe servir de orientación a este respecto. En virtud
de la Convención, un tratado es un acuerdo internacional
que se rige por el derecho internacional. El orador opina
que es fundamental utilizar estos mismos términos en
relación con los actos unilaterales y decir que un acto
unilateral es ante todo y sobre todo un acto que se rige
por el derecho internacional, de modo que el autor del
acto se sitúe de entrada en el terreno del derecho interna-
cional, aunque es posible prever importantes problemas
de derecho interno. Por ejemplo, se puede hablar de un
acto unilateral cuando un Estado adopta una posición im-
perturbable en su derecho interno y manifiesta una
indiferencia completa en relación con el derecho interna-
cional, como hicieron los Estados Unidos en el caso de la
Cuban Liberty and Democratic Solidarity (LIBERTAD)
Act of 1996 (Ley Helms-Burton)9. El orador se pregunta
una vez más por qué el Relator Especial ha deseado limi-
tar los efectos jurídicos de los actos unilaterales a las
relaciones con otros Estados o con organizaciones inter-
nacionales, puesto que los pueblos, los movimientos de
liberación nacional o los particulares pueden también ser
los beneficiarios de obligaciones unilateralmente asumi-
das. El Comité de Redacción debe suprimir la frase «en
sus relaciones con uno o varios Estados o una o varias
organizaciones internacionales» e insertar en su lugar
«que se rige por el derecho internacional».

150 Actas resumidas de las sesiones del 52.º período de sesiones

9 Véase International Legal Materials, vol. XXXV, n.º 2 (marzo de
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64. El destinatario de un acto unilateral debe evidente-
mente tener conocimiento de él para que produzca efec-
tos jurídicos. Sin embargo, también en este caso el
problema es el régimen jurídico y no la definición. La
idea de conocimiento suscita la cuestión del momento en
que el conocimiento existe y de cómo determinar si el
destinatario posee ese conocimiento. Cabe que un Estado
sólo tenga conocimiento del acto después de transcurrido
cierto tiempo. En ese caso se plantea la cuestión de si el
acto unilateral existe solamente a partir del momento en
que se tiene conocimiento de él o a partir del momento en
que el Estado destinatario indica que ha tenido conoci-
miento del acto. No obstante la observación del De-
partamento Federal Suizo de Asuntos Extranjeros, citada
en el párrafo 78 del informe10, el conocimiento es, a jui-
cio del orador, una noción que plantea más problemas de
los que resuelve. Nada justifica la supresión de la idea de
la «formulación pública» del acto. Lo que cuenta, por
razones teóricas y prácticas a la vez, es la publicidad de
la formulación del acto más bien que su recepción.

65. La noción de «autonomía» de los actos unilaterales
sigue causando gran perplejidad al orador. Aparen-
temente, el Relator Especial ha decidido no mencionar el
carácter autónomo de estos actos en la definición y esta
ausencia complace al orador. Sin embargo, en el párrafo
69 se da a entender que la idea de la autonomía va subya-
cente, argumento que no convence. Un acto unilateral no
puede producir efectos a menos que el derecho interna-
cional general lo autorice de una forma u otra. Esta auto-
rización puede ser específica, por ejemplo los Estados
pueden determinar unilateralmente la extensión de sus
aguas territoriales dentro del límite de 12 millas náuticas
a partir de la línea de base, o puede ser más general, pues
los Estados, de manera general, pueden comprometerse
unilateralmente a limitar su autoridad soberana. Sin
embargo, los actos unilaterales no son nunca autónomos.
Los que no tienen fundamento en el derecho internacio-
nal son nulos. No se trata de un problema de definición
sino de validez o licitud.

66. En cuanto a la supresión del antiguo artículo 1, es
perfectamente imaginable excluir del proyecto ciertas
categorías de actos unilaterales, por ejemplo los relativos
a la conclusión y aplicación de tratados (ratificaciones,
reservas, etc.). En este caso habría que preparar una lista
detallada de los actos que se han de excluir y ello exigi-
ría la reintroducción de un proyecto de artículo sobre el
alcance, comparable a los artículos 1 y 3 de la Con-
vención de Viena de 1969. Habría que especificar que el
proyecto de artículos es aplicable solamente a los actos
unilaterales de los Estados y no a los actos de las organi-
zaciones internacionales. En tal caso, la Convención de
Viena de 1986 no sería ya pertinente. En segundo lugar,
los actos unilaterales relativos a la conclusión y aplica-
ción de tratados quedarían excluidos. En tercer lugar, se
excluirían los actos plurilaterales, sin descartar necesaria-
mente la posibilidad de que produzcan iguales efectos
que los actos unilaterales stricto sensu.

67. Si la mayoría de los miembros de la Comisión lo
desea, se debería quizá indicar claramente que el proyec-

to no versa sobre los efectos jurídicos producidos por los
actos unilaterales en entidades distintas de los Estados y,
quizá, de las organizaciones internacionales. Como ha
explicado ya, el orador lamentaría que se limitase de esta
manera el alcance del proyecto.

68. El nuevo proyecto de artículo 2, que corresponde al
antiguo artículo 3, no plantea dificultades. El nuevo pro-
yecto de artículo 3 y, en particular, las observaciones
correspondientes del Relator Especial son menos convin-
centes. La referencia que se hace en los párrafos 103 y
104 a las conferencias sobre promesas de contribuciones
—tema en el que el Relator Especial no llega a ninguna
conclusión clara— tendría quizá mejor cabida en la parte
correspondiente a la intención de quedar vinculado. En
general, cabe lamentar que muchas de las consideracio-
nes relativas al proyecto de artículos sean poco conclu-
yentes. Es difícil explicar por qué, en los párrafos 105 y
106, el Relator Especial considera que los ministros téc-
nicos no comprometen al Estado cuando en otro lugar
parece decir que los altos funcionarios pueden hacerlo. Si
es así en el caso de los altos funcionarios, ciertamente lo
es también en el caso de los ministros técnicos. El orador
acoge con agrado la decisión del Relator Especial de
modificar el texto del nuevo proyecto de artículo 3 —que
en su forma anterior (antiguo artículo 4) se acercaba
quizá demasiado a las normas correspondientes de la
Convención de Viena de 1969— pero abriga dudas en
cuanto a la redacción del párrafo 2. Se debe aclarar que
«una persona» significa otra persona. Además, cabe pre-
guntarse si es adecuado hablar de «los Estados interesa-
dos», en plural. Seguramente, el Estado que formula un
acto unilateral es el único interesado y se ha de utilizar
por lo tanto el singular. La referencia a «otras circunstan-
cias» en el mismo párrafo es utilísima; cabría quizá men-
cionar específicamente a este respecto en el comentario
al artículo 3 las seguridades que dé en un proceso inter-
nacional el agente del Estado u otro representante autori-
zado. Un ejemplo adecuado a este respecto es el caso
Timor oriental.

69. Respecto del nuevo proyecto de artículo 4, cabe
preguntarse por qué se utiliza el adverbio «expresamen-
te» en relación con la confirmación por un Estado de un
acto unilateral formulado por una persona no autorizada
para actuar en su nombre. La confirmación de un acto
unilateral se debe regir por las mismas normas que su for-
mulación. El orador prefiere el texto anterior, que era
menos rígido. En la versión francesa las palabras effets
juridiques deben ir en singular. En cuanto al tema del
silencio y los actos unilaterales (párrafos 126 a 133), el
orador reitera su opinión de que, aunque ciertos tipos de
silencio no constituyen ciertamente ni pueden constituir
un acto unilateral, hay otros a los que se podría describir
como «silencios elocuentes», que expresan deliberada-
mente un consentimiento y que por lo tanto sí constituyen
un acto unilateral. Un ejemplo concreto es el caso Temple
de Préah Vihéar.

70. En cuanto al nuevo proyecto de artículo 5, habría
que dedicar un artículo separado, con las correspondien-
tes observaciones, a cada una de las causas de nulidad de
los actos unilaterales. El orador se opone enérgicamente
a que se incluya el apartado g, relativo a los actos unila-
terales que contradicen una decisión del Consejo de
Seguridad, y señala que la Convención de Viena de 1969
guarda un silencio prudente en relación con este punto.

10 L. Caflisch, «La pratique suisse en matière de droit international
public 1995», Revue suisse de droit international et de droit européen,
n.º 4 (1996), págs. 593 y ss., en particular pág. 596.



Aparte de que la disposición puede ofender la sensibili-
dad de los Estados, no es necesario aislar las decisiones
del Consejo que forman sencillamente parte del derecho
derivado de la Carta de las Naciones Unidas y, por consi-
guiente, del derecho de los tratados en general. Aunque
acoge con agrado la decisión del Relator Especial de fun-
dar el apartado f del artículo 5 en el artículo 53 de la
Convención, el orador se pregunta por qué no se ha teni-
do también en cuenta el artículo 64 de esa Convención,
que versa sobre la aparición de una nueva norma impera-
tiva de derecho internacional general. En realidad, se
podría perfectamente insertar en el proyecto la definición
de jus cogens.

71. Por último, al remitir los proyectos de artículos al
Comité de Redacción, la Comisión debería invitar a éste
a examinar las diferencias entre la formulación propues-
ta por el Relator Especial y las disposiciones de la Con-
vención de Viena de 1969 y reflexionar sobre la
conveniencia de añadir un artículo en el que se defina el
alcance del proyecto y sobre la cuestión de los actos uni-
laterales que el proyecto no abarca.

72. El Sr. BAENA SOARES felicita al Relator Especial
por la imaginación y el espíritu de conciliación de que ha
dado pruebas en la preparación de este tercer informe, así
como por su serena aceptación de las críticas y sugeren-
cias formuladas en el seno de la CDI, en la Sexta
Comisión y en las respuestas de los gobiernos al cuestio-
nario y dice que la disponibilidad de una información
más amplia sobre la práctica de los Estados habría facili-
tado grandemente su labor. En su informe a la Asamblea
General, la Comisión debería quizá reiterar en términos
más precisos su llamamiento a los Estados para que faci-
liten esa información.

73. Al igual que la mayoría de los miembros, el orador
reconoce la importancia del tema como medio para refor-
zar la estabilidad y la previsibilidad de las relaciones
internacionales. Está también de acuerdo con el término
de «paralelismo flexible» que el Relator Especial utiliza
para definir la relación entre el proyecto de artículos y la
Convención de Viena de 1969 y apoya la posición del
Relator Especial en la cuestión del estoppel.

74. En el nuevo proyecto de artículo 1 se han recogido
muchas de las sugerencias formuladas en la CDI y en la
Sexta Comisión y la nueva versión constituye sin duda
alguna un progreso en relación con la versión examinada
en el período de sesiones precedente. La decisión de
mantener la idea de «manifestación de voluntad inequí-
voca» como elemento esencial de la definición de actos
unilaterales es acertada. Aunque, en algunas negociacio-
nes diplomáticas, cierto grado de ambigüedad puede alla-
nar el camino hacia la solución, en el presente contexto
no es aceptable. Es preciso seguir debatiendo la idea de
la no independencia de un acto unilateral para hallar una
formulación que recabe el consenso. En cuanto a la publi-
cidad que se debe dar a un acto para que llegue al cono-
cimiento del Estado interesado o de la organización
internacional interesada, el Relator Especial podría 
quizá indicar en sus observaciones en qué formas de
publicidad piensa.

75. En el nuevo proyecto de artículo 3 se hace referen-
cia, no sólo a la práctica seguida por los Estados, sino

también a «otras circunstancias». Sería preferible un
texto más restrictivo. Dicho sea de paso, en relación con
los «ministros técnicos» de que se habla en el párrafo 105
del informe, un gabinete se compone generalmente de
políticos, algunos de los cuales pueden estar más versa-
dos que otros en ciertos temas, pero no es posible descri-
bir a ninguno de ellos como un «ministro técnico». El
segundo de los dos casos a que se refiere el párrafo 117
en relación con el nuevo proyecto de artículo 4 es el de
una persona habilitada para formular un acto en nombre
del Estado pero que actúa fuera del ámbito de esa com-
petencia. Por desgracia, esta hipótesis no se recoge en el
proyecto de artículo.

76. En cuanto al nuevo proyecto de artículo 5, el
Relator Especial merece elogio por el cuidado con que ha
individualizado las ocho causas de nulidad de los actos
unilaterales para recoger las opiniones expresadas en la
CDI y en la Sexta Comisión, pero podría haber descrito
más detalladamente en las observaciones los motivos que
le indujeron a incluir algunas de ellas. Es satisfactorio
que se haya incorporado en el apartado c la corrupción.
La corrupción se combate hoy en día universalmente,
mediante instrumentos jurídicos como la Convención
Interamericana contra la Corrupción. El orador se pre-
gunta, sin embargo, si es necesario reducir la posibilidad
de corrupción a la efectuada «directa o indirectamente
por otro Estado». No se puede excluir la posibilidad de
que la persona que formula el acto unilateral pueda ser
corrompida por otra persona o por una empresa. Por últi-
mo, aunque elogia la inclusión, en el apartado g, de los
actos unilaterales que contradicen una decisión del
Consejo de Seguridad, observa que el Relator Especial se
ha referido al Capítulo VII de la Carta de las Naciones
Unidas en su presentación verbal del informe y lamenta
que en el texto no figure una referencia análoga.

77. El Sr. ROSENSTOCK está menos convencido que
el Sr. Simma de que el tema examinado no es codificable,
pero comparte sus dudas y, en gran medida, sus opinio-
nes. En particular, desea instar al Relator Especial a que
haga mayor hincapié en la práctica de los Estados y,
como método de trabajo, a que se centre separadamente
en cada tema. En relación con el apartado g del nuevo
proyecto de artículo 5, no está nada claro que la resolu-
ción 221 (1966) del Consejo de Seguridad, de 9 de abril
de 1966, en virtud de la cual se detuvo al buque Joanna
V en relación con las sanciones a Rhodesia hubiese sido
aprobada de conformidad con el Capítulo VII de la Carta
de las Naciones Unidas. Los elementos fundamentales
para ello faltaban, pero el orador no tiene ninguna duda
de que, si la acción del Consejo no obligó a detener el
petrolero, con toda certeza permitió hacerlo. Se trata de
una cuestión sumamente compleja que se sitúa en la fron-
tera entre las obligaciones jurídicas y políticas y el orador
no cree que mencionarla de pasada sea una manera res-
ponsable de abordarla.

78. El Sr. Sreenivasa RAO felicita al Relator Especial
por su manera positiva de abordar un tema complejo y
difícil y dice que el ejercicio habría sido más útil todavía
si se hubiese hecho más hincapié en la información que
falta sobre la práctica de los Estados. Las cuestiones en
relación con las cuales los miembros deben esperar orien-
tación del Relator Especial son las circunstancias y las
normas generales del derecho internacional que diferen-
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cian los actos unilaterales de los actos políticos y les per-
miten surtir efectos jurídicos.

79. Respecto a la definición de los actos jurídicos en el
nuevo proyecto de artículo 1, el efecto jurídico produci-
do por un acto no indica necesariamente o no indica
siempre el propósito inicial del Estado que formuló el
acto. Un Estado es una entidad política cuyas intenciones
pueden ser equívocas o inequívocas, según el contexto. A
juicio del orador, se debe evaluar siempre el criterio del
efecto realmente producido para determinar la naturaleza
de la intención. El examen contextual de las considera-
ciones de política es importantísimo cuando se trata de
evaluar la intención a que obedece un acto. Sería necesa-
rio adoptar un método inductivo en el que se tengan en
cuenta las consideraciones de política.

80. En relación con las conclusiones del Relator
Especial acerca del estoppel, es difícil también separar el
comportamiento del Estado que formula un acto unilate-
ral del efecto que el acto produce en el Estado destinata-
rio, especialmente si se acuerda que no es necesario
considerar autónomos los actos unilaterales. La cuestión
merece también un examen detenido. Por último, aunque
el asunto a que se refiere el apartado h del nuevo proyec-
to de artículo 5 está sin duda alguna relacionado con el
nuevo proyecto de artículo 3, tiene importantes aspectos
que indican que no está exclusivamente relacionado con
él. ¿Puede el Estado utilizar las disposiciones de su pro-
pia ley nacional para eludir las obligaciones internaciona-
les que haya por otra parte creado con un acto unilateral
válido? En otras palabras, ¿puede el Estado, después de
haber formulado un acto unilateral, pretender que su
derecho interno no prevé tal acto, aunque éste haya crea-
do una obligación internacional? Es necesario seguir
reflexionando al respecto.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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Actos unilaterales de los Estados (continuación)
(A/CN.4/504, secc. C, A/CN.4/5051, A/CN.4/5112)

[Tema 7 del programa]

TERCER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL3 (continuación)

1. El Sr. GOCO felicita al Relator Especial por haber
conseguido, pese a las dificultades inherentes al tema,
producir un coherente y detallado tercer informe
(A/CN.4/505), en el que se abordan numerosas cuestio-
nes delicadas y se tienen en cuenta las diversas opiniones
expresadas en la Comisión y en otras instancias.

2. Refiriéndose a las respuestas de cierto número de
gobiernos al cuestionario que se les había enviado sobre
los actos unilaterales de los Estados cuyo texto fue distri-
buido como un documento oficioso4, el Sr. Goco advier-
te que, en sus observaciones generales sobre la cuestión,
esos Estados parecían estar de acuerdo en considerar que
los actos unilaterales son de naturaleza muy diversa, aun-
que reconocen también que los Estados los utilizan a
menudo en sus relaciones internacionales. En ausencia de
un tratado formal, estos actos son el medio de que un
Estado dispone para dar a conocer sus deseos a otro
Estado, una manera cómoda de despachar los asuntos
corrientes en diplomacia.

3. Las respuestas versan también sobre cuestiones pre-
cisas. En relación con la aplicabilidad de la Convención
de Viena de 1969, parece haber consenso en estimar que
esta Convención no es quizá aplicable a los actos unila-
terales, pero puede orientar útilmente al respecto. A pro-
pósito de las personas facultadas para actuar en nombre
del Estado, los Estados que han respondido al cuestiona-
rio están de acuerdo en considerar que la Convención es
pertinente por analogía. Respecto de las formas que debe
revestir el acto unilateral, las declaraciones tanto orales
como escritas son aceptables, pero ello depende del tipo
de acto. En cuanto al contenido del acto unilateral, puede
ser de diversos tipos sin limitación a ciertas categorías,
pero un Estado, Italia, ha citado tres: los actos que men-
cionan la posibilidad de invocar una situación jurídica,
los actos que generan obligaciones jurídicas y los actos
necesarios para el ejercicio de un derecho soberano. En
relación con los efectos jurídicos, las respuestas hacen
hincapié en la creación y en la extinción de obligaciones
así como en la creación y la revocación de los derechos
de otros Estados. Varios Estados establecerían una distin-
ción entre los diferentes actos y los efectos jurídicos que
éstos producirían. Un Estado, los Países Bajos, estima
que los actos unilaterales no pueden producir efectos
incompatibles con las normas generales del derecho
internacional. Los Estados parecen estar de acuerdo en
reconocer la importancia y la utilidad de los actos unila-
terales y parecen reconocer también el principio de reci-
procidad, en particular frente a Estados amigos. En cuan-

1 Reproducido en Anuario... 2000, vol. II (primera parte).
2 Ibíd.
3 Véase el texto del proyecto de artículos incluido en su tercer

informe en 2624.ª sesión, párr. 35.
4 Véase 2628.ª sesión, párr. 11.


